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Asunto: Revoca parcialmente 

 

Medellín, veintitrés (23) de mayo de dos mil veintidós (2022) 

 

Procede la Sala Dual a resolver sobre el recurso de súplica interpuesto por la 

parte demandante en contra del auto fechado el 7 de mayo de 2021, proferido 

por el H. Magistrado Julián Valencia Castaño, y a través del cual se decidió 

rechazar el recurso extraordinario de revisión – por no haberse satisfecho los 

requisitos exigidos en el auto inadmisorio-, propuesto por esa parte frente a 

la sentencia del 13 de noviembre de 2018, dictada por el Juzgado Octavo Civil 

Municipal de Oralidad de Medellín. 

 

ANTECEDENTES 

 

Mediante escrito radicado el 2 de julio de 2020 la señora Berenice Sanmiguel 

Sepúlveda presentó recurso extraordinario de revisión, frente a la sentencia 

del 13 de noviembre de 2018 proferida por el Juzgado Octavo Civil Municipal 

de Oralidad de Medellín, con base en las causales 7ª y 8ª del artículo 355 del 

C.G.P. 



La sentencia objeto del recurso se profirió dentro del trámite identificado con 

radicado 05001 40 03 008 2018 00513 00, al interior del cual se planteó una 

pretensión de imposición de servidumbre de energía eléctrica, sobre el bien 

con matrícula inmobiliaria Nro. 003-3490 de la Oficina de Registro de 

Instrumentos Públicos de Amalfi (Antioquia), ubicado en la vereda 

“Manzanillo” de ese mismo Municipio. 

 

El fundamento fáctico de la causal 7ª del artículo 355 ibídem consiste en que 

la recurrente “desde el año 2007 y a la actualidad, estableció su domicilio 

principal en la ciudad de Tarragona, España, con residencia en la Calle López 

Peláez Nro. 23, 1° 1ª y desde la mencionada fecha no ha vuelto a Colombia, 

como da cuenta la prueba documental que se anexa”, muy a pesar de lo cual 

su notificación se produjo a través de un señor llamado Jairo Sepúlveda, 

“quien no tiene relación alguna con mi poderdante, no vive en el inmueble de 

propiedad de mi representada ni tiene relación con el, en el que solo vive el 

señor RUBEN DE JESÚS SANMIGUEL ya identificado y su familia” (sic escrito 

recurso). 

 

Por su parte, la supuesta ocurrencia de la causal 8ª de revisión se funda en 

que “ante la indebida notificación del auto admisorio de la demanda, se 

generó igualmente la indebida notificación de la sentencia emitida dentro del 

proceso verbal de imposición de servidumbre, situación que se generó con la 

sentencia que en ese caso puso fin al proceso”. Lo anterior, porque “(D)icha 

sentencia puso fin al proceso y no era susceptible de recurso, en tanto, al 

proceso judicial de la referencia se le dio el trámite de única instancia” (sic 

escrito recurso). 

 

PROVIDENCIA OBJETO DE SÚPLICA 

 

Por auto del 8 de marzo de 2021 el H. Magistrado Sustanciador inadmitió la 

demanda contentiva del recurso, exigiendo lo siguiente: 

 

“1. En relación con la causal 7 de revisión, precisará de forma concreta 

porqué la irregularidad de la indebida notificación no puede entenderse 

como convalidada dentro del proceso, cuando se observa que la 

recurrente solicitó el desarchivo y la entrega de la indemnización, sin 



realizar reparo alguno frente a la actuación surtida, y sólo 5 meses 

después peticiona la nulidad. 

 

2. Precisará las razones en las cuales se apoya la afirmación de haberse 

incurrido en nulidad originada en la sentencia, para lo cual señalará de 

manera concreta los motivos que la estructuran, atendiendo a que de 

conformidad con la causal 8, no es posible cuestionar aspectos 

relacionados con la notificación de aquel acto procesal, ni la forma en 

que se notificaron las personas que intervinieron en el proceso, pues 

este último constituye causal autónoma. Tal y como lo ha interpretado 

la Corte Suprema de Justicia, en jurisprudencia reciente” (pdf 06) 

 

Dentro del término concedido, la actora allegó escrito con el que pretendió 

subsanar los requisitos exigidos en el auto inadmisorio. Particularmente, con 

respecto al primero de ellos, aseguró que una interpretación armónica de los 

artículos 135, 136 y 137 del C.G.P se podía 

 

“concluir que, en tratándose de la causal de ausencia de práctica 

en legal forma de la notificación del auto admisorio de la 

demanda (numeral 8 del art. 133 del C.G.P.), para que se 

entienda saneada o convalidada dicha nulidad, es imperioso 

que se surta en el trámite del proceso la notificación del auto 

de conformidad con las reglas generales previstas en los 

artículos 291 y 292 del C.G.P. y que no se alegue la nulidad 

dentro de los 3 días siguientes a dicha notificación, momento 

en el cual se entenderá saneada, continuando el proceso su curso; 

ello por cuanto solo se sanea en caso de que efectivamente se surta la 

notificación, pues la notificación del auto admisorio y de las providencias 

como lo es la sentencia, lejos de ser un acto meramente formal, es el 

medio a través del cual se pone en conocimiento la(s) providencia(s) y 

se da paso a la interposición de los recursos respectivos y a la garantía 

del debido proceso y el principio de la doble instancia, por lo que “…en 

el desarrollo de esa diligencia se le exige al juez desplegar toda su 

diligencia, de modo que si no es dable la notificación personal 

deberá acudir a otros medios de notificación expeditos y oportunos”1. 

Lo anterior, tiene sentido por cuanto, antes de dicha notificación, se 

ignora la existencia del proceso e incluso de la sentencia en su contra.  



En el caso concreto lo anterior nunca ocurrió, es decir, no se saneó 

dicha causal mediante la práctica en debida forma de la notificación 

ausente y la posterior pasividad de la parte afectada; por lo que no 

pudo sanearse jurídicamente en los términos expresos del art. 137 

transcrito; y en consonancia con lo establecido en el referido art. 136, 

cómo no se notificó la providencia que adolecía de su debida 

notificación, tampoco puede decirse que mi representada no alegó 

oportunamente la nulidad o que actuó sin proponerla (num. 1 del art. 

136), pues era requisito previo a ello que se le hubiera notificado la 

providencia dejada de notificar para que, con posterioridad a dicha 

notificación y transcurridos los 3 días de que trata la norma (…)” (escrito 

subsanación). 

 

En lo relacionado con el segundo motivo de inadmisión, aseguró que la causal 

8ª de revisión estaba acreditada porque: “i) Se omitió la oportunidad para 

alegar de conclusión o para sustentar un recurso o descorrer su traslado; ii) 

Así mismo, se omitió con la sentencia la oportunidad de su impugnación, al 

no ser efectiva la notificación de dicha providencia a mi poderdante, quien no 

hacía parte del proceso judicial; iii) se permitió que se pretermitiera 

«íntegramente» una de las instancias del proceso; iv) resultó condenada en 

la sentencia a quien no ha figurado como parte” (escrito subsanación). 

 

Seguidamente, mediante auto fechado el 7 de mayo de 2021, proferido por 

el H. Magistrado Julián Valencia Castaño, se resolvió: “(R)ECHAZAR la 

demanda de revisión interpuesta por la señora Berenice Sanmiguel Sepúlveda 

mediante apoderado, frente a la sentencia del 13 de noviembre del 2018, 

proferida por el Juzgado Octavo Civil Municipal de Oralidad de Bello (sic), en 

el proceso de servidumbre eléctrica incoado por Interconexión Eléctrica –ISA- 

en contra de aquella, por las razones que se expuso en la parte motiva”. 

 

Para resolver de esa manera, comenzó adelantando que rechazaría el recurso 

de revisión 

 

“ante la falta de una argumentación sólida que acredite la viabilidad del 

mecanismo extraordinario … Así como la decantado (sic) la Corte 

Suprema en providencias AC458-2021 del 22 de febrero del 2021, AC 

100-2021 del 25 de enero del 2021, AC022-2021 del 25 de enero del 



2021, Ac3020-2020 del 17 de noviembre del 2020, (etc.) en la que por 

falta del cumplimiento de los requisitos de subsanación, en especial 

porque no acreditan una argumentación razonable de la ocurrencia de 

las causales deviene su rechazo” 

 

En concreto sobre la causal 7ª de revisión consideró que   

 

“debe señalarse que la actuación surtida por aquel dentro del proceso 

de servidumbre, consistente en reclamar los títulos para su cobro, 

contrario sensu a lo que alega el recurrente, sí constituye un acto que 

conlleva al saneamiento de la nulidad, y ello es así, porque 

precisamente uno de los requisitos de prosperidad de la nulidad por 

indebida notificación, es que obliga a que la parte afectada con una 

irregularidad la ponga en conocimiento del Juez de manera 

inmediata a su acaecimiento, pues el hecho de hacerlo con 

posterioridad significa que la actuación procesal -a pesar de estar 

viciada-, no le representó agravio o reserva de forma desleal 

para esgrimirlo a su favor1”. 

 

En lo relativo al restante motivo de revisión (causal 8ª), el Magistrado 

Sustanciador consideró que el rechazo resultaba procedente, considerando 

que la nulidad en estos casos debe tener origen en la propia sentencia y no 

en actuaciones anteriores como la notificación del auto admisorio a la parte 

demandada, punto en el cual citó un pasaje doctrinal en el siguiente sentido: 

 

“cuando por haberse fallado luego de finalizado el proceso por 

desistimiento tácito o transacción, o por haberla dictado un número de 

magistrados distintos del indicado por la ley para hacerlo, o por haber 

sido proferida estando legalmente suspendido el proceso, o porque en 

ella se condenó a quien no fue parte, o porque el juez lo hizo después 

del lapso legal que la ley le otorga para sentenciar”2 

 

 
1 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral. STL779-2021 del 27 de enero del 2021. MP 
Iván Mauricio Lenis Gómez. 
2 Instituciones de Derecho Procesal Civil-Los Medios de Impugnación. Código General del Proceso. 

Parte General. Hernán Fabio López Blanco, pág 892. Edición 2016.   



Citó además, para apoyar su postura, las providencias dictadas por la Corte 

Suprema de Justicia en las causas AC 3020 del 17 de noviembre de 2020 y 

SC674-2020 del 3 de marzo de ese mismo año. 

 

IMPUGNACIÓN 

 

Inconforme con la decisión la parte demandante recurrió en súplica, 

expresando como reparos los que pasan a individualizarse. 

 

Con respecto a la causal 7ª de revisión 

 

“(S)i bien refiere el Tribunal que desde el día 22 de enero de 2019 actuó 

la señora BERENICE SANMIGUEL, realmente esto no ocurrió, por cuanto 

en dicho memorial se estaba representando al señor RUBÉN DE JESÚS 

SANMIGUEL y no a la señora BERENICE SANMIGUEL. 

 

De hecho es menester indicar que de la lectura del memorial del 02 de 

abril de 2019 con el cual se solicita el desarchivo del expediente y del 

poder adjunto, otorgado por la señora BERENICE SANMIGUEL, es 

evidente la necesidad e intención de la mencionada en ejercer su 

derecho de defensa y contradicción en el proceso verbal de imposición 

de servidumbre e interponer el respectivo incidente de nulidad y no solo 

la de retirar un título judicial, que por demás ya estaba ordenada su 

entrega en la sentencia que dio por concluido el proceso judicial 

referido; habiéndose reconocido personería para obrar al suscrito a 

favor de la señora BERENICE SANMIGUEL en Auto del 24 de abril de 

2019.  

 

Con dicha solicitud en manera alguna se actuó procesalmente como 

contrariamente lo considera el Magistrado Ponente, ni supone el 

saneamiento o convalidación de la irregularidad procesal alegada de 

indebida notificación, ya que no existen consentimiento expreso (el cual 

es claramente inexistente) para convalidar la irregularidad procesal, ni 

tampoco tácito de mi poderdante; pues no se actuó procesalmente 

en el proceso sin proponer la pluricitada nulidad, y es que la solicitud 

de desarchivo para obtener las copias del expediente y el retiro del título 



judicial no es -en modo alguno y sin lugar a dudas- una 

actuación procesal sino que se corresponden a un simple solicitud”. 

 

Y en este caso, entonces, no puede hablarse de actuación procesal alguna en 

tanto que “actuación procesal que haya subsanado la nulidad, por haberse 

actuado sin proponerse, entendiéndose por actos procesales solo 

aquellas manifestaciones que desencadenan voluntariamente una 

consecuencia jurídica en el proceso, que, por consiguiente, han de seguir 

impulsando el proceso conforme a la voluntad manifestada (ROXIN, Claus. 

Ob. cit. Pág. 173)” 

 

Concluyó diciendo que 

 

“(A)sí mismo y para finalizar, en jurisprudencia de la CORTE SUPREMA 

DE JUSTICIA -SALA DE CASACIÓN CIVIL y de la CORTE 

CONSTITUCIONAL, como es la expuesta en la sentencia T-275-13, con 

alusión a providencias de la primera Corporación; se indica sobre la 

procedencia del recurso de revisión invocando la causal de falta de 

notificación, cuando sólo se tuvo conocimiento del vicio una vez 

producida la sentencia, aclarándose que el recurso extraordinario 

procede habiéndose agotado el incidente de nulidad, como último 

recurso y que “Si la parte alegó la causal 8 del artículo 140 y lo fue sin 

éxito, significa que no saneó y es viable el recurso extraordinario 

de revisión.”. Se transcribe lo pertinente:  

 

“3.5.5.2 Lo anterior, lo sustentó esta Corporación con 

fundamento en las disposiciones normativas en materia civil y la 

jurisprudencia de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema 

de Justicia, la cual ha sostenido que cuando la parte interesada 

invoca como causal de revisión, la circunstancia de encontrarse 

en alguno de los casos de indebida representación o falta de 

notificación o emplazamiento, por regla general, para que 

proceda este recurso extraordinario: (i) no debe existir la 

posibilidad de alegar el vicio en las respectivas instancias, pues 

de ser ello viable, el recurrente debe acudir al incidente de 

nulidad para que se corrijan las posibles irregularidades; y (ii) no 

puede haber ocurrido el fenómeno del saneamiento de la 



respectiva nulidad. Sin embargo, en aquellos casos en los 

cuales la parte interesada sólo tuvo conocimiento del 

vicio una vez producida la sentencia y oportunamente 

planteó la respectiva nulidad a través de incidente que le 

fue desfavorable, la Corte Suprema de Justicia ha 

reconocido la procedencia de la revisión como último 

recurso, sin la necesidad de esperar a que finalice el 

proceso con el pago de la obligación.  

 

Al respecto, el mencionado Tribunal de Casación ha determinado:  

 

“(…) el recurso [refiriéndose al de revisión] procede contra 

sentencias que causen efectos de cosa juzgada material3  

 

(...)  

 

(S)i la parte habiendo podido alegar la nulidad en instancia 

no lo hizo, no puede acudir a la revisión. Si la parte alegó 

la causal 8 del artículo 140 y lo fue sin éxito, significa que 

no saneó y es viable el recurso extraordinario de revisión.  

(S)i es cierto que el ejercicio de un derecho conlleva a su 

caducidad de modo que no es viable alegarlo por segunda vez, 

en este caso la parte ejecutada lo que ha manifestado con su 

actuación, es que si bien agotó la oportunidad en instancia, no 

quiso sanear la eventual nulidad, y que precluída la etapa de 

instancia en la que invocó la declaración de nulidad, no por ello 

el derecho le caducó, como que ya en instancia no podía 

alegar la invalidez, sólo le quedaba el otro medio, el 

recurso de revisión.” (Subrayado fuera del texto original)” 

 

Así, la Corte Constitucional concluyó que: “en los procesos 

ejecutivos, habiendo sido alegada sin éxito, la causal de 

 
3 Al respecto de la calidad de cosa juzgada que genera la sentencia de expropiación, indicó la Corte 

Constitucional en Sentencia C-750-15, que “Mediante sentencia, el funcionario jurisdiccional civil 
determinará si concede o no la adquisición forzosa de la propiedad, decisión que será apelable. 

Concluido ese proceso, el particular no podrá cuestionar el fallo expropiatorio, dado que 
éste se encuentra protegido por la cosa juzgada. Tampoco podrá incoar el medio de control 

de reparación directa derivado de la expropiación, por cuanto este daño es jurídico y fue reparado 

de acuerdo con los parámetros fijados por el juez civil.”   



nulidad por indebida notificación o emplazamiento (art. 140 

num. 8 CPC), la parte presuntamente afectada puede acudir, 

en defensa de su derecho fundamental al debido proceso, al 

recurso extraordinario de revisión, incluso antes de finalizado el 

correspondiente proceso. (art. 380 num. 7 CPC).” 

 

Con respecto a la causal 8ª de revisión 

 

Comenzó indicando que las causales de nulidad originadas en la sentencia 

enlistadas en el auto AC 3020 del 17 de noviembre de 2020 no son taxativas. 

“En consecuencia, debe verificarse es la incursión por el funcionario en un 

vicio de nulidad generado al momento mismo de pronunciarse la sentencia, 

vicios establecidos en el art. 133 del C.G.P. (todas las causales del art 133 

salvo la 8va que corresponde a una causal autónoma de revisión), sin limitarse 

el análisis a los eventos referidos enunciativamente por la CORTE SUPREMA 

en la providencia AC 3020- 2020 del 17 de noviembre del 2020 trascrita” (sic 

escrito recurso). 

 

Agregó que se cumplen los presupuestos legales para que sea tramitado el 

recurso de revisión, en tanto que 

 

“i) Para la causal que se analiza, el Juez Municipal incurrió en vicio de 

nulidad al momento mismo de emitirse sentencia (configurados 

exactamente en la sentencia y no antes); vicios que se encuentran 

establecidos taxativamente en el art 355 del C.G.P. e incluso en la causal 

constitucional de nulidad (art. 29 de la Carta), al incurrirse con la 

emisión de la sentencia, en las causales 4, 2 y 6 del art. 133 del 

C.G.P.; pues la 8va de dicho artículo es causal independiente de revisión 

como se advirtió en párrafos anteriores, es así como:  

 

a) Se considera que al momento de pronunciarse la sentencia se omitió 

la oportunidad para alegar de conclusión o para sustentar un recurso 

o descorrer su traslado.  

 

Cuando emite el Juzgado municipal la sentencia de única instancia, a 

pesar de encontrarnos frente a un proceso que por el avalúo del bien se 

encuentra amparado por el principio de la doble instancia, se impidió el 



ejercicio de la sustentación del recurso de apelación y descorrer su 

traslado; por lo que no pudo ejercerse el derecho de defensa y 

contradicción en ese sentido.  

 

Así mismo, se omitió con la sentencia la oportunidad de su impugnación, 

al no ser efectiva la notificación de dicha providencia a mi poderdante, 

quien no hacía parte del proceso judicial  

 

b) Se considera que al momento de pronunciarse la sentencia se permitió 

que se pretermitiera «íntegramente» una de las instancias del 

proceso, en tanto se emitió sentencia de única instancia, impidiendo el 

ejercicio de la doble instancia, lo cual supone una grave ruptura de la 

estructura del proceso y desconoce la garantía constitucional de la 

defensa en juicio, omitiéndose en consecuencia, la totalidad de los actos 

procesales comprendidos entre los señalados hitos que marcan el inicio 

y la terminación de cada una de las instancias, lo que excluye a su vez 

la omisión de términos u oportunidades, alterando en gran medida el 

orden del proceso fijado en la ley (CORTE SUPREMA DE JUSTICIA - SALA 

DE CASACIÓN CIVIL. Sentencia SC4960-2015 del 28 de abril de 2015. 

Radicación No. 66682-31-03-001-2009-00236-01. M.P. ARIEL SALAZAR 

RAMÍREZ)  

 

c) Finalmente, con la emisión de la sentencia resultó condenada en 

la sentencia a quien no ha figurado como parte, pues mi 

poderdante nunca pudo concurrir al proceso en tal calidad ni gozar de 

las prerrogativas legales para el ejercicio de su defensa, por lo que no 

pudo ser parte en el proceso judicial.  

 

Y es que “…si la tal nulidad solamente aparece para las partes cuando 

éstas conocen la sentencia, no existiendo legalmente para ellas otra 

oportunidad para reclamar su reconocimiento, lo procedente es que se 

les abra el campo de la revisión» (CLVIII, 134).” (CORTE SUPREMA DE 

JUSTICIA- Providencia AC3020-2020 del 17 de noviembre de 2020, 

Radicación n º 11001-02-03-000-2019-03995-00)  

ii) En cuanto a la inexistencia de medios de contradicción que hubieren 

podido ser implementados en el proceso; es de indicar que se trató la 

sentencia, de una providencia de única instancia emitida por un Juez 



Municipal, que no era formalmente susceptible de recursos de apelación 

y/o casación, quedando solo la posibilidad de interponer y sustentar 

incidente de nulidad, como en efecto se hizo, presentándose los recursos 

procedentes contra su rechazó y negativas”  

 

CONSIDERACIONES PARA EL CASO CONCRETO 

 

Reza, en lo pertinente, el artículo 331 del C.G.P que: “(E)l recurso de súplica 

procede (…) contra los autos que en el trámite de los recursos extraordinarios 

de casación o revisión profiera el magistrado sustanciador y que por su 

naturaleza hubieran sido susceptibles de apelación”. Entiéndase entonces que 

el recurso aquí estudiado es procedente, en tanto que es apelable el auto que 

rechaza la demanda4 (artículo 321.1) y, claro, se propuso dentro del término 

de ejecutoria de la providencia dictada por el H. Magistrado Sustanciador. 

 

Del rechazo en lo relacionado con la causal 7ª de revisión 

 

Conviene ahora entrar en materia de forma ordenada y para ello la Sala Dual 

se referirá al primer grupo de argumentos, relacionados con la causal 7ª de 

revisión consagrada en el artículo 355 del C.G.P que, en lo pertinente, 

preceptúa que son causales propias de ese recurso “(…) Estar el recurrente 

en alguno de los casos de indebida representación o falta de notificación o 

emplazamiento, siempre que no haya sido saneada la nulidad”. 

 

Está claro que la discusión se centra en que para el ponente cualquier nulidad, 

si es que tuvo lugar, se saneó porque 

 

“el 16 de noviembre del 2018 … el juzgado accionado ordenó la 

imposición de la servidumbre eléctrica y a su vez dispuso la entrega de 

$11.175.850 a favor de la demandada -hoy recurrente- y; 

posteriormente, en memorial del 22 de enero del 2019 el apoderado hoy 

quejoso solicitó el desarchivo del proceso, reiterando nuevamente dicha 

petición en memorial del 03 de abril del 2019 y la entrega del título 

judicial como pago de la indemnización; requerimiento al que accedió el 

Juzgado Octavo Civil Municipal, en providencia del 24 de abril del 2019, 

 
4 Y según el artículo 357 ibídem el recurso de revisión “se interpondrá por medio de demanda”. 



pues, el 17 de mayo del 2019 dispuso la entrega material del título al 

poderdante, para luego el actor formular el 17 de octubre de ese mismo 

año un incidente de nulidad por indebida notificación del auto admisorio” 

 

En cambio, la recurrente alega que lo que se llamó “actuación” no puede 

tenerse por tal, en tanto que “(S)i bien refiere el Tribunal que desde el día 22 

de enero de 2019 actuó la señora BERENICE SANMIGUEL, realmente esto no 

ocurrió, por cuanto en dicho memorial se estaba representando al señor 

RUBÉN DE JESÚS SANMIGUEL y no a la señora BERENICE SANMIGUEL”. 

Empero, aunque es cierto que el memorial obrante a folio 586 del expediente, 

de hecho radicado el 21 de enero de 2019 en la Oficina de Apoyo Judicial, fue 

radicado por el señor Rubén de Jesús Sanmiguel, pero debe también 

considerarse que en la demanda contentiva del recurso de revisión se afirmó  

que el bien objeto de servidumbre fue entregado para su administración y 

cuidado al señor Rubén de Jesús Sanmiguel (fl. 4 recurso). 

 

De modo que el señor Rubén de Jesús no es cualquier persona en tanto tiene 

alguna relación con el bien inmueble y su titular de dominio, pero lo más 

importante es que a folio 614 del pdf 008-2018-00513, la señora Berenice 

Sanmiguel, a través de su apoderado, solicitó lo siguiente: “ordenar el 

desarchivo del expediente, ordenar la entrega… del título judicial entregado 

como pago de la indemnización por imposición de servidumbre … reconocer 

personería para actuar”. A todo ello accedió el Juzgado Octavo Civil Municipal 

de esta ciudad, mediante auto del 24 de abril de 2019 (fl. 623), más a folio 

625 se observa la constancia de retiro del título judicial por valor de 

$11.175.850 por parte del apoderado de la hoy recurrente. Luego, fue sólo 

hasta el 7 de octubre de 2019 que se radicó un memorial solicitando la nulidad 

de lo actuado. 

 

De ahí que la señora Sanmiguel alegue por vía de súplica que el recurso de 

revisión no podía ser rechazado, en tanto que la solicitud de desarchivo y 

entrega de dineros no podía ser tenida en cuenta como una “actuación” y, 

por ende, la nulidad alegada no pudo sanearse debido a que ello sólo ocurre 

cuando la parte que puede alegarla promueva una verdadera actuación 

procesal, pero en realidad esas razones pasan a un segundo plano si se repara 

en que el saneamiento en este caso no operó, por lo menos no para descartar 

el estudio de fondo el recurso de revisión, porque el caso debe ser estudiado 



a partir de una interpretación armónica y sistemática de los artículos 133 y 

siguientes del C.G.P, según pasa a explicarse. 

 

La presente causal de revisión se vincula en parte con la 8ª de nulidad 

consagrada en el artículo 133 ibídem, según el cual el proceso será nulo total 

o parcialmente“(C)uando no se practica en legal forma la notificación del auto 

admisorio de la demanda a personas determinadas, o el emplazamiento de 

las demás personas aunque sean indeterminadas, que deban ser citadas como 

partes, o de aquellas que deban suceder en el proceso a cualquiera de las 

partes, cuando la ley así lo ordena, o no se cita en debida forma al Ministerio 

Público o a cualquier otra persona o entidad que de acuerdo con la ley debió 

ser citado” 

 

La alegación de la nulidad fincada en esa norma debe ser oportuna, so pena 

de que opere su saneamiento y por eso es que el artículo 134 siguiente 

preceptúa que  

 

“(L)as nulidades podrán alegarse en cualquiera de las instancias antes de 

que se dicte sentencia o con posterioridad a esta, si ocurrieren en 

ella.)a nulidad por indebida representación o falta de notificación o 

emplazamiento en legal forma, o la originada en la sentencia contra la 

cual no proceda recurso, podrá también alegarse en la diligencia de 

entrega o como excepción en la ejecución de la sentencia, o mediante 

el recurso de revisión, si no se pudo alegar por la parte en las 

anteriores oportunidades” (negrillas fuera del texto original). 

 

De suerte que para determinar si la causal ha sido alegada oportunamente o 

no, resulta necesario dilucidar si el proceso de que se trata: i) tiene trámite 

posterior (diligencia de entrega o ejecución de la sentencia); ii) cuenta con 

doble instancia; y, iii) no tenía sentencia ejecutoriada para el momento en 

que el nulidicente compareció. 

 

Lo anterior es importante porque en el primer evento la aludida nulidad debe 

ser alegada en los trámites posteriores, llámese ejecución a continuación o 

entrega de bienes, mientras que en el segundo evento el escenario para 

plantear la nulidad será la segunda instancia. El que interesa para este caso 

es el tercer evento, esto es, la oportunidad para alegar la nulidad establecida 



a favor de la parte indebidamente notificada, emplazada o representada que 

se hace presente estando la sentencia ya ejecutoriada y sin que el asunto 

tenga trámite posterior (diligencia de entrega o ejecución de la sentencia), 

pues notoriamente esa parte no está en el supuesto de “antes de que se dicte 

sentencia” y tampoco puede apelar porque, como se dijo, su comparecencia 

ocurrió cuando la sentencia ya había cobrado ejecutoria. 

 

De ahí que el artículo 134 citado regle que en algunas ocasiones la nulidad 

por indebida notificación debe alegarse mediante el recurso de revisión, por 

no haber sido posible su alegación en las anteriores oportunidades que son 

naturales a estos asuntos. Luego, que la nulidad hubiera sido o no saneada, 

depende de que la parte que podía alegarla no lo hiciera cuando podía 

hacerlo (artículo 136.1 C.G.P), pero en este caso está claro que la señora 

Sanmiguel no podía alegarla, pues se sabe que su primera intervención data 

del 2 de abril de 2019, fecha para la cual y desde varios meses atrás ya se 

encontraba ejecutoriada la sentencia, misma que se profirió en el marco de 

una imposición de servidumbre de energía eléctrica en la que no cabe  

ninguna de las fases de ejecución de que tratan los artículos 306 y 308 del 

C.G.P. 

 

Concretamente, a folio 614 del pdf 008-2018-00513, la señora Berenice 

Sanmiguel, a través de su apoderado, solicitó lo siguiente: “ordenar el 

desarchivo del expediente, ordenar la entrega… del título judicial entregado 

como pago de la indemnización por imposición de servidumbre … reconocer 

personería para actuar”. A todo ello accedió el Juzgado Octavo Civil Municipal 

de esta ciudad, mediante auto del 24 de abril de 2019 (fl. 623), más a folio 

625 se observa la constancia de retiro del título judicial por valor de 

$11.175.850 por parte del apoderado de la hoy recurrente. Luego, fue sólo  

el 7 de octubre de 2019 que se radicó un memorial solicitando la nulidad de 

lo actuado, a partir del cual el juez abrió un trámite que terminó con decisión 

desfavorable para los intereses de la nulidicente. 

 

Así las cosas, no puede decirse que por no haber planteado la nulidad en su 

primera intervención, que data del 2 de abril de 2019, se haya producido su 

“saneamiento”, pues a términos del artículo 135 del C.G.P “(N)o podrá alegar 

la nulidad……….quien después de ocurrida la causal haya actuado en el 

proceso sin proponerla”, y en el presente caso, el proceso había terminado  



varios meses atrás, por lo que, evidentemente, la mencionada nunca actuó 

en el proceso, pues este terminó al quedar ejecutoriada la sentencia. 

 

No sobra decir que tampoco la circunstancia de haber reclamado la entrega 

del dinero consignado por la entidad demandante determina saneamiento del 

alegado vicio, no solo porque el proceso ya estaba terminado, como quedó 

expuesto, sino porque tal circunstancia no obsta para que la parte 

demandada, en el eventual caso de salir avante su pretensión de revisión, 

pueda aspirar al reconocimiento de una indemnización por un valor superior, 

oponiéndose al avalúo administrativo presentado por la parte actora, que es 

a lo único que puede oponerse el accionado en este tipo de procesos, caso en 

el cual, solo habría de pagársele la diferencia entre la suma finalmente 

determinada por el juez y lo que ya le fue entregado. 

 

Así las cosas, dejando claro que no se está anticipando el fracaso o éxito del 

recurso de revisión, en la medida que el análisis aquí realizado se concentra 

exclusivamente en los requisitos para su admisión, y más específicamente si 

se produjo o no el saneamiento del vicio alegado, es evidente que la señora  

Sanmiguel supuestamente se enteró de la existencia del proceso orientado a 

la imposición de servidumbre cuando ya había sentencia ejecutoriada que 

puso fin a la instancia - situación que en todo caso deberá probar en el trámite 

del recurso- y, por tanto, no tuvo la oportunidad para alegar dentro del 

proceso la nulidad por indebida notificación, como sí la tiene ahora para 

hacerlo en el escenario de la impugnación extraordinaria. 

 

Vale apuntar para sustento de lo anterior que autorizada doctrina ha 

enseñado, analizando el derogado Código de Procedimiento Civil que en punto 

a lo que aquí interesa es igual al Estatuto procesal vigente, que 

 

“el sujeto afectado con determinada causal de nulidad debe solicitar su 

declaración tan pronto cuente con la oportunidad para hacerlo después 

de su configuración, pues de lo contrario operan los mecanismos de 

saneamiento y convalidación (...) el artículo 142 del Código Procesal 

Civil dispone en su inciso primero que “las nulidades podrán alegarse 

en cualquiera de las instancias, antes de que se dicte sentencia, o 

durante la actuación posterior a ésta si ocurrieron en ella” (...) la norma 

ha permitido que su declaración se presente en el curso de las instancias 



o con posterioridad a la sentencia, concretamente en su etapa de 

ejecución en aquellos casos en que la causal se encuentre 

estructurada en el fallo  

(...)  

 

Como quiera que las anteriores irregularidades pueden reflejarse en la 

sentencia, se permite que aun después de que el fallo sea proferido se 

solicite la nulidad. Específicamente el ordenamiento contempla la 

posibilidad de que se alegue en la diligencia de entrega si es que la 

sentencia debe cumplirse a través de este mecanismo (...) igual 

ocurrirá cuando la sentencia debe cumplirse mediante proceso 

ejecutivo previsto en el artículo 335, es decir, cuando en esta se 

haya condenado al pago de sumas líquidas de dinero, a la entrega de 

bienes muebles que no se encuentran secuestrados o al cumplimiento 

de obligaciones de hacer, caso en el cual una de las pocas excepciones 

de mérito que el ejecutado puede proponer, es precisamente la 

concerniente a la nulidad originada en las irregularidades formales que 

se vienen comentando, según lo dispone el numeral segundo del 

artículo 509  

 

(...)  

 

de no alegarse la nulidad en las oportunidades que se acaban de 

reseñar por no haberse contado con la posibilidad de hacerlo, se podrá 

formular recurso de revisión (...)”5 (negrillas fuera del texto 

original). 

 

Así mismo lo decantó la Corte Constitucional analizando el tema, y aunque  lo 

hizo refiriéndose a un recurso de revisión cuyo objeto fue la sentencia 

proferida en una causa ejecutiva, precisó lo pertinente para este caso de la 

siguiente manera:  

 

“(S)i es cierto que el ejercicio de un derecho conlleva a su caducidad 

de modo que no es viable alegarlo por segunda vez, en este caso la 

parte ejecutada lo que ha manifestado con su actuación, es que si bien 

 
5 Sanabria Santos, Henry.  Las Nulidades en el Proceso Civil. p.390 



agotó la oportunidad en instancia, no quiso sanear la eventual nulidad, 

y que precluída la etapa de instancia en la que invocó la 

declaración de nulidad, no por ello el derecho le caducó, como 

que ya en instancia no podía alegar la invalidez, sólo le 

quedaba el otro medio, el recurso de revisión”6 (negrillas fuera 

del texto original) 

 

En otras palabras, según la afirmación que la demandante deberá acreditar 

en sede de revisión, la nulidad fue alegada cuando ya había precluido la 

instancia, por lo que el único camino que le queda para probar que fue 

indebidamente notificada del auto admisorio es, precisamente, el de la 

revisión. La providencia recurrida, entonces, se revocará por lo menos 

parcialmente para que se abra el trámite del recurso en lo relacionado con la 

causal 7ª consagrada en el artículo 355 del C.G.P. 

 

Del rechazo en lo relacionado con la causal 8ª de revisión 

 

Preceptúa el numeral 8º del artículo 355 del C.G.P que es causal de revisión: 

“(E)xistir nulidad originada en la sentencia que puso fin al proceso y que no 

era susceptible de recurso”. Al respecto, la recurrente pone de presente que 

debió darse trámite al recurso de revisión porque en la sentencia objeto 

de este: i) se omitió la oportunidad para alegar de conclusión o para 

sustentar un recurso o descorrer su traslado; ii) se pretermitió íntegramente 

una de las instancias del proceso; y iii) resultó condenada en la sentencia a 

quien no ha figurado como parte.  

 

Para resolver, hay que comenzar por afirmar que el recurso de revisión, según 

doctrina probable de la Corte,  

 

“«(…) no tiene por finalidad reabrir el debate original, de manera que 

no constituye una instancia adicional del proceso, como lo ha señalado 

la Corte al advertir que “no es posible discutir en dicho recurso los 

problemas de fondo debatidos en el proceso fuente de la mencionada 

relación ni tampoco hay lugar a la fiscalización de las razones fácticas y 

jurídicas en ese mismo proceso ventiladas, sino que cobran vigencia 

 
6 Corte Constitucional. Sentencia T-275 de 2013. M.P. Mauricio González Cuervo. 



motivaciones distintas y específicas que, constituyendo verdaderas 

anomalías, condujeron a un fallo erróneo o injusto, motivaciones que 

por lo tanto no fueron controvertidas anteriormente, por lo que valga 

repetirlo una vez más, la revisión no puede confundirse con una nueva 

instancia pues supone, según se dejó apuntado, el que se llegó a una 

definitiva situación de firmeza y ejecutoriedad creadora de la cosa 

juzgada material que sólo puede ser desconocida ante la ocurrencia de 

una cualquiera de las anómalas circunstancias que en ‘numerus clausus’ 

y por ello con un claro sentido de necesaria taxatividad, indica el Art. 

380 recién citado” (G.J. CCXLIX. Vol. I, 117)» (CSJ SC, 8 abr. 2011, rad. 

2009-00125-00; reiterada en SC5208-2017, 18 abr.)” 

 

Con base en la anterior y en otras decisiones, como las tomadas en autos AC 

100-2021 del 25 de enero de 2021, AC022-2021 del 25 de enero de 2021, AC 

3020-2020 del 17 de noviembre de 2020 y AC1592-2022 del 11 de mayo de 

2022, la Corte ha decidido rechazar de plano los respectivos recursos de 

revisión, como lo hizo el H. Magistrado Julián Valencia Castaño, argumentando 

que las censuras deben estar armonizadas con la causal invocada. Luego, no 

es un error per se rechazar el recurso, por este aspecto, y sólo queda resolver 

si las razones para hacerlo resultan ajustadas a la dogmática que gobierna la 

materia. De resaltar es la más reciente de esas decisiones, la del 11 de mayo 

corriente, pues allí la Corte reiteró con cita del auto AC5149-2021, que 

 

“(…) el recurrente debe indicar la causal en que funda su pedimento, 

entre las taxativamente previstas en la ley; exponer unos hechos que 

estén estrechamente relacionados con el supuesto que la misma 

contempla en abstracto, teniendo en cuenta el entendimiento que la 

Corte le ha dado en multitud de pronunciamientos; y exponer de 

manera clara, precisa y completa las razones de su configuración en el 

caso concreto, de tal forma que desde los prolegómenos de la actuación 

sea posible apreciar que el recurso tiene algún ápice de “apariencia de 

éxito”, lo que en otro contexto y para otros fines se denomina 

“apariencia de buen derecho”. De otra manera no se justifica adelantar 

un trámite que pone en entredicho la cosa juzgada, que constituye 

baluarte fundamental de la seguridad jurídica que a su vez da cimiento 

a la administración de justicia”. 

 



Con base en lo anterior, debe la Sala Dual precisar que la dictada al interior 

del proceso de servidumbre no era una sentencia inapelable, porque la cuantía 

en la imposición de servidumbres se calcula con base en el avalúo catastral 

del predio sirviente (artículo 26.7 C.G.P), mismo que para este evento se fijó 

en $97.046.159 (fl. 23 demanda 008-2018-00513), por lo que la posibilidad 

de apelar la sentencia dependía que de que triunfara la solicitud de nulidad 

primigeniamente formulada que, como se vio, no prosperó porque el Juez de 

instancia así lo dispuso. Es decir, nada significa que el Juez Octavo Civil 

Municipal de esta ciudad llamara a esa demanda de imposición una de 

“mínima cuantía”, pues es el nombre que se le otorgue a la causa no es el 

que determina el número de instancias que puede surtir. 

 

Así que, primero, la sentencia objeto de revisión no era de única instancia y, 

segundo, ninguno de los supuestos motivos de nulidad ocurridos en la 

sentencia son tales, porque para la señora Sanmiguel se omitió la oportunidad 

para alegar y descorrer traslado, no solo por no estar presente sino porque 

estos procesos se rigen por el trámite especial previsto en los artículos 27 y 

ss de la Ley 56 de 1981 y las disposiciones que la modifican, en los cuales no 

se prevé dicha etapa, más por ello no puede hablarse de pretermisión íntegra 

de la instancia y mucho menos de una carencia de parte, porque la ahora 

recurrente lo fue por más que no contestara la demanda, por una supuesta 

indebida notificación que, obviamente, deberá probar ante el Tribunal. 

 

Además, está claro que las nulidades a que se refiere el numeral 8º del artículo 

355 se vinculan con vicios ocurridos en la sentencia misma. Al respecto, por 

la senda del ejemplo, en la sentencia SC3892-2020 del 19 de octubre de 2020, 

se precisó lo siguiente:  

 

“«[E]l motivo de revisión consagrado en el numeral octavo del artículo 

380 del estatuto procesal  (hoy 355 C.G.P) civil refiere a la nulidad que 

surge en el acto mismo de dictar el fallo con que termina el juicio, 

siempre y cuando no procedan en su contra los recursos de apelación 

o de casación, pues ante esta posibilidad, la irregularidad deberá 

alegarse al sustentar tales mecanismos de defensa; de modo que si la 

respectiva impugnación no se interpuso, se produce el saneamiento del 

eventual vicio (...). De igual modo, la jurisprudencia ha aclarado que la 

nulidad que surge del fallo tiene que ser de naturaleza procesal, en 



tanto la finalidad del recurso de revisión se dirige a “abolir una sentencia 

cuando en ella misma o con ocasión de su pronunciamiento se ha 

vulnerado el debido proceso o menoscabado el derecho de defensa” 

(CSJ SC, Rad. n.° 11001-02-03-000-2021-00071-00 5 22 Sep. 1999. R. 

7421). Es decir que ha de tratarse de “una irregularidad que pueda 

caber en los casos específicamente señalados por el legislador como 

motivos de anulación, puesto que en el punto rige en el procedimiento 

civil el principio de taxatividad, como es bien conocido (...), lo cual 

significa que los motivos de nulidad procesal de la sentencia son 

estrictamente aquellos que –a más de estar expresamente previstos 

(...)–se hayan configurado exactamente en la sentencia y no antes (CSJ 

SC, 29 oct. 2004. Rad. 03001)» (CSJ SC9228-2017, 29 jun.)”. 

 

De suerte en materia de revisión no se trata de hacer encuadrar cualquier 

pretensión de reexamen en una causal particular, máxime cuando, como pasa 

con la 8ª del artículo 355 ibídem, la ley es absolutamente clara, y la verdad 

sea dicha, el recurrente pretende extender a la causal 8ª de revisión la 

situación fáctica estructuradora del vicio planteado ya bajo la causal 7ª. 

 

DECISIÓN 

 

Sin más consideraciones, la Sala Dual REVOCA PARCIALMENTE el auto 

fechado el 7 de mayo de 2021 proferido por el H. Magistrado Julián Valencia 

Castaño, según las consideraciones aquí expuestas, y en consecuencia, se 

ADMITE la demanda de REVISIÓN en lo que a la causal 7ª del artículo 355 

del C.G.P se refiere. Córrase traslado a la parte demandada por el término de 

cinco (5) días, en la forma establecida por el artículo 91 C.G.P. Sin costas por 

no aparecer causadas. La Secretaría deberá devolver el expediente a su 

Despacho de origen. 

 

NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE 

 

 

  

 

PIEDAD CECILIA VÉLEZ GAVIRIA 

MAGISTRADA  



 

 

 

 

JUAN CARLOS SOSA LONDOÑO 

MAGISTRADO 

 

Firmas son de la siguiente causa: 

 

A – 72 

Procedimiento: Verbal 

Demandante: Berenice Sanmiguel Sepúlveda 

Providencia objeto de revisión: sentencia proferida en trámite con 

radicado 05001400300820180051300 

Vinculados: ISA S.A. E.S.P y Banco Agrario de Colombia S.A 

Radicado Único Nacional: 05001 22 03 000 2020 00207 00 

Procedencia: H. Magistrado Julián Valencia Castaño 

Asunto: Revoca parcialmente 

 

Viene con firmas escaneadas, según autorización contenida en el artículo 11 del 

decreto 491 de 2020 y por estar fuera de servicio el servicio de firma electrónica.  

 


